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Entre los suscritos, RAÚL JOSÉ LACOUTURE DAZA, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Barranquilla, identificado 
con la Cédula de Ciudadanía No.79.788.103, quien, en su calidad de Secretario General, actúa en nombre y representación 
legal del DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO, según delegación conferida mediante Decreto Nº 000021 de 2020, en adelante 
EL DEPARTAMENTO por una parte, y por la otra, MAYRA ELENA ESCAF VERGARA, mayor de edad, e identificado (a) con 
cedula de ciudadanía No. 22.466.269, quien en adelante se denominará EL CONTRATISTA, hemos convenido celebrar la 
presente  PRÓRROGA y OTROSÍ No. 1 al Contrato de Prestación de Servicios No.202203643, la cual se encuentra regida por 
las leyes aplicables al campo de la contratación Estatal, Ley 80/93, Ley 1150/2007 y Decreto 1082 de 2015 demás decretos 
reglamentarios y en especial por las cláusulas que a continuación se enuncian, previas las siguientes consideraciones: 1. Que 
el día doce (12) de septiembre  de dos mil veintidos (2022), se suscribió por las partes el Contrato de Prestación de Servicios 
No. 202203643, cuyo objeto es la “PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES PARA EL FORTALECIMIENTO EN LAS 
ACCIONES Y ACTIVIDADES QUE SE LLEVAN A CABO EN EL AREA DE VIGILANCIA EN SALUD PÚBLICA, EN LOS 22 
MUNICIPIOS DEL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO.”. 2. Que el valor del contrato se estableció por la suma de 
VEINTINUEVE MILLONES TREINTA MIL PESOS M/L ($29.030.000.oo). 3. Que el plazo de ejecución del contrato de 
prestación de servicios se estableció hasta el 31 de diciembre de 2022, contados a partir del cumplimiento de los requisitos de 
perfeccionamiento y ejecución, contando bien sea desde la expedición del registro presupuestal y/o la aprobación de las 
garantías y/o la suscripción del acta del inicio, lo que aplique de conformidad con lo regulado en el contrato y la normativa 
colombiana. 4. Que el contrato en mención se estipuló la siguiente forma de pago: Mediante Tres (3) pagos mensuales iguales 
por valor de SIETE MILLONES QUINIENTOS DIEZ MIL PESOS M/L ($7.510.000.oo) y Un pago final a 31 de diciembre de 2022 
por valor de SEIS MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS M/L ($ 6.500.000.oo). Cada pago debe de estar precedido por la 
presentación de la factura o cuenta de cobro, recibido a satisfacción por parte del supervisor, acreditación del pago a la 
seguridad social (salud, pensión y riesgos laborales) y el pago de los impuestos a que haya lugar. 5. Que mediante oficio No. 
20220900002373, la Secretaría de Salud del Departamento del Atlántico, remitió a Secretaría General del Departamento del 
Atlántico, solicitud de elaboración de prorroga  y otrosí modificatorio No 1 al contrato de Prestación de Servicios No. 202203643, 
quien justificó la solicitud de la  siguiente manera : “(…)Que la Secretaría de Salud del Departamento del Atlántico en virtud de 
las disposiciones constitucionales y legales, y teniendo en cuenta que: El ejercicio de las competencias del Departamento del 
Atlántico mediante la Secretaría de Salud Departamental como garante de la prestación eficaz, adecuada y continua de los 
servicios de salud que se prestan en su jurisdicción, las cuales están enfocadas a satisfacer los imperativos que se encuentran 
dentro de la Constitución Política de Colombia (C.P.C.), en su artículo 48 (modificado por el artículo 1ro del Acto Legislativo 02 
de 2009) el cual expresa: “La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se 
garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. Corresponde al 
Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme 
a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de 
salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las 
entidades territoriales y los particulares y determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley. 
Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por niveles de atención y con participación de la comunidad.” 
Teniendo claro que la prestación de los servicios de salud será organizada por el Estado, y que, a su vez, esta competencia es 
atribuida a las entidades territoriales conforme lo estipula el artículo 151, 288, 356 y 357 (Modificado por el Acto Legislativo 
1/2001 y 4/2007) de la C.P.C. las cuales dieron lugar a la expedición de la ley orgánica 715 de 2001, donde se resaltan las 
competencias comprendidas en el artículo 43 que, dotan a los departamentos para “dirigir, coordinar, y vigilar el sector salud y 
el sistema general de seguridad social en salud en el territorio de su jurisdicción.”1 Atendiendo las disposiciones constitucionales 
y legales antes mencionadas, el Departamento del Atlántico, en busca de garantizar la prestación de servicios de salud como 
servicio público desarrolla en el Plan de Desarrollo Departamental 2020 – 2023, “Atlántico para la gente”, las actividades y 
acciones que buscan cumplir con las metas propuestas por la Secretaría de Salud Departamental, luego del análisis del estado 
actual que se presenta en la población de Atlántico en materia de salud. A lo largo de los años 2020 y 2021, se han colocado 

en marcha programas como:  Programa salud pública y prestación de servicios  Programa aseguramiento y administración 

del sistema general de la seguridad social en salud  Programa Inspección, Vigilancia y control Con el fin de cumplir objetivos 
específicos en cada programa a través de la disminución y el mantenimiento de los indicadores que se arrojaban en el año 
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2020, la Secretaría de Salud del Departamento ha requerido de la intensificación de las actividades y gestiones internas y 
externas, lo que generó ampliación de las acciones en los diferentes programas para mantener la cobertura completa a todos 
los municipios del Departamento del Atlántico. De manera que, para evitar una paralización de todo el andamiaje administrativo, 
logístico, asistencial y profesional que maneja cada uno de los programas que se desarrollan en todo el territorio del 
departamento del Atlántico, es necesario continuar con la prestación de servicios que permita apoyar, asistir y acompañar la 
prevención primaria, promoción, inspección, vigilancia y control de las ETV y zoonosis. Lo anterior, en busca de satisfacer los 
elementos y principios del derecho fundamental a la salud consagrados en el artículo 6 de la Ley estatutaria 1751 de 2015. En 
especial, los principios de los numerales: “d) Continuidad. Las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera 
continua. Una vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido por razones administrativas o 
económicas, y; e) Oportunidad. La prestación de los servicios y tecnologías de salud deben proveerse sin dilaciones.” 
Disposición legal que advierte a las entidades estatales a desplegar conforme a sus competencias como directores en salud a 
nivel nacional y territorial las acciones que permitan buscar, adoptar e implementar las herramientas dentro del marco normativo 
colombiano para garantizar y satisfacer el derecho fundamental a la salud. Dicho esto, la secretaria de salud de departamento 
busca seguir desarrollando los objetivos y metas plasmadas en el Plan de Desarrollo Departamental, en consonancia con los 
principios y derechos antes mencionados, lo que configura una necesidad para esta dependencia. Necesidad que consiste en 
ampliar el plazo de ejecución de los contratos celebrados del recurso humano que se encuentran a pocos días de culminar su 
ejecución, lo que permite cumplir con: 1. El seguimiento de las actividades que se han desarrollado de los programas que 
actualmente se están llevando a cabo en el departamento no se paralicen por la falta de recurso humano. 2. Cumplir con el 
principio de continuidad de los servicios que se han implementado en toda la jurisdicción del departamento del atlántico en 
materia de salud. 3. Seguir velando y fortaleciendo los procesos que se emplean en cada uno de los programas, para la correcta 
prestación del servicio de salud con garantías y evitando las dilaciones que se puedan presentar por razones administrativas y 
económicas del sistema. En vista de la necesitad antes planteada, la secretaria de salud departamental solicita iniciar el trámite 
establecido para prorrogar los contratos celebrados con el recurso humano que desarrollan las actividades con las cuales se 
ejecutan los programas en salud derivados del Plan de Desarrollo Departamental, que se llevan a cabo en su jurisdicción. De 
esta manera, la secretaría de salud del departamento busca garantizar la continuidad y eficiencia de las acciones 
correspondientes a sus competencias; cumpliendo las disposiciones constitucionales y legales. 4. Que en atención a la 
necesidad planteada en el numeral anterior, se solicita que los contratos consignados en el cuadro de información sean 
prorrogados por un término de quince (15) días. Prorroga que comenzara a partir de la finalización del plazo pactado inicialmente 
en cada contrato. 5. Que, en virtud de la prórroga solicitada, es necesario modificar la forma de pago de los contratos 
relacionados en el cuadro de información, la cual fue pactada en la “cláusula tercera – forma de pago” y consiste en el 
reconocimiento de un último pago al treinta y uno (31) de diciembre de 2022 por el valor pactado en cada uno de los contratos, 
pero que, su ejecución será ampliada por el termino de 15 días, por lo cual se sujetará su ultimo con la fecha final de ejecución. 
6. Que, teniendo en cuenta lo anterior, se solicita proceder con la modificación de la forma de pago, respecto al último pago, el 
cual sugerimos que sea establezca la siguiente forma de pago: (…) EL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO cancelará el valor 
del contrato de la siguiente manera: Mediante Tres (3) pagos mensuales iguales por valor de SIETE MILLONES QUINIENTOS 
DIEZ MIL PESOS M/L ($7.510.000.oo) y un pago final al 15 de enero del 2023, por valor de SEIS MILLONES QUINIENTOS 
MIL PESOS M/L ($ 6.500.000.oo). (…) Cada pago debe de estar precedido por la presentación de la factura o cuenta de cobro, 
recibido a satisfacción por parte del supervisor, acreditación del pago a la seguridad social (salud, pensión y riesgos laborales) 
y el pago de los impuestos a que haya lugar 7. Que en virtud de la ley 80 de 1993, las prórrogas correspondientes no alteran el 
balance económico de los contratos. 6. Que, por regla general, los contratos estatales pueden ser prorrogados o modificados 
cuando sea necesario. Que tal posibilidad de modificación esta proveída por los Artículos 14 y 16 de la Ley 80 de 1993, los 
cuales facultan a las entidades contratantes a modificar los contratos de común acuerdo o de forma unilateral, para “(…) evitar 
la paralización o la afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continúa y adecuada 
prestación”, entre otros. 7. Que al respecto la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado en concepto del 13 de 
agosto de 2009 estableció que “La contratación estatal responde de múltiples maneras a ese mandato y, en cuanto al concepto 
que se emite, se resalta que la posibilidad de modificar los contratos estatales es una especial forma de hacer prevalecer la 
finalidad del contrato sobre los restantes elementos de este. Por mutualidad del contrato estatal se entiende el derecho que 
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tiene la administración de variar, dadas ciertas condiciones, las obligaciones a cargo del CONTRATISTA particular, cuando sea 
necesario para el cumplimiento del objeto y de los fines generales del Estado”. 8. Que no es menos cierto que nuestro 
ordenamiento jurídico en materia de Contratación Pública, estípula que la modificación puede ser fruto de un acuerdo de 
voluntades o de una decisión unilateral de la entidad contratante en ejercicio de su función de dirección del contrato. 9. Que el 
principio de anualidad del presupuesto ha sido consagrado en el artículo 346 de la Constitución Política respecto de la 
aprobación, y en el artículo 8.º inciso 1 de la Ley 819 de 2003 en lo referente a la ejecución, en los siguientes términos: 
“Reglamentación a la programación presupuestal. La preparación y elaboración del presupuesto general de la Nación y el de 
las entidades territoriales deberá sujetarse a los correspondientes marcos fiscales de mediano plazo de manera que las 
apropiaciones presupuestales aprobadas por el Congreso de la República, las asambleas y los concejos puedan ejecutarse en 
su totalidad durante la vigencia fiscal correspondiente”, así las cosas el principio de anualidad, se justifica en la necesidad de 
darle un importante grado de representación popular a la aprobación de los gastos contenida en el presupuesto, estableciendo 
un control eficiente del gasto público y una adecuada planificación del gasto. En ese sentido el periodo de tiempo que abarca 
la vigencia presupuestal en Colombia lo encontramos en el artículo 14 del Estatuto Orgánico de Presupuesto que señala: “El 
año fiscal comienza el 1.º de enero y termina el 31 de diciembre de cada año”. 10. Que muy a pesar de lo establecido dentro 
del principio de anualidad, el mismo no es absoluto sino que presenta excepciones, cuando por razones externas las actividades 
contratadas para ser ejecutadas dentro de la vigencia fiscal no se terminan en la misma y se requiere pasar de una vigencia a 
otra en la ejecución de las actividades, lo que no implica la afectación del presupuesto de la otra vigencia, así las excepciones 
al principio de anualidad no se encuentran taxativamente en la ley, sino que responden a figuras autorizadas para el manejo del 
presupuesto.  11. Que en ese sentido son varios los pronunciamientos sobre el artículo 2.º, en consonancia con el gasto público. 
Así, por ejemplo, en sentencia T-505 de 1992, M. P.: Eduardo Cifuentes Muñoz, se expresó lo siguiente: “El Estado Social de 
Derecho mantiene el principio de legalidad, pero lo supera y complementa al señalar entre sus finalidades la de garantizar un 
orden político, económico y social justo (Preámbulo C.P.). La naturaleza social del Estado de derecho colombiano supone un 
papel activo de las autoridades y un compromiso permanente en la promoción de la justicia social. “[…] “El Estado Social de 
Derecho, los principios de dignidad humana y de solidaridad social, el fin esencial de promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los derechos, deberes y principios constitucionales y el derecho fundamental a la igualdad de 
oportunidades, guían la interpretación de la Constitución económica e irradian todos los ámbitos de su regulación-propiedad 
privada, libertad de empresa, explotación de recursos, producción, distribución, utilización y consumo de bienes y servicios, 
régimen impositivo, presupuestal y de gasto público. “Las normas constitucionales en materia presupuestal recogen el principio 
de prioridad del gasto público social sobre cualquier otra asignación (art. 350 C.P.), siendo su aplicación obligatoria en los planes 
y presupuestos de la Nación y de las entidades territoriales. Con miras a dar solución a las necesidades insatisfechas de salud, 
de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable (art. 366 C.P.), el constituyente optó por jerarquizar las diferentes 
prioridades del gasto público y subordinó la constitucionalidad de las respectivas leyes presupuestales a la prevalencia del gasto 
público social. “[…] “El funcionario se halla en la siguiente encrucijada: o bien el respeto del principio presupuestal de la 
anualidad y por consiguiente dejarse inconclusas las obras y los servicios, lo cual restringe la aplicación de los principios citados 
y va en detrimento del gasto público, de la prosperidad y en últimas de lograr la justicia social; o bien, aplicar la excepción al 
principio de anualidad, con el sustento legal establecido en la Ley, de tal forma que pueda cumplirse debidamente el objeto del 
contrato, fin preeminente y último de la contratación pública, y así se vean cumplidas las condiciones para que la obra no se 
suspenda, de tal suerte que se apliquen los principios constitucionales y de protección del gasto público”. 12. Que como quiera 
y atendiendo a las excepciones del principio de anualidad, teniendo en cuenta que a la fecha de finalización del contrato se 
encuentran recursos por ejecutar y con la finalidad de continuar con la efectiva prestación del servicio objeto del contrato de la 
referencia, se hace necesario atender la solicitud de prórroga del contrato de prestación de servicios No.202203643,  con lo que 
se pretende cubrir la demanda del servicio y garantizar la atención efectiva de una vigencia a otra, no siendo viable la suspensión 
de los servicios contratados. 13. Que la Secretaría General del Departamento del Atlántico una vez revisada la solicitud recibida 
basándose en los conceptos y documentos técnicos aportados por el supervisor del contrato, previa verificación del expediente 
contractual y teniendo en cuenta que el contrato se encuentra vigente, procederá a elaborar la presente PRÓRROGA y OTROSÍ 
MODIFICATORIO No 1 al Contrato de Prestación de servicios No. 202203643, así las cosas, se procede a prorrogar y modificar 
el contrato en virtud del siguiente clausulado: 
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CLÁUSULA PRIMERA. - OBJETO: Prorrogar el plazo de ejecución del contrato de prestación de servicios 202203643  y 
Modificar la Cláusula Tercera – Forma de Pago del mismo. 
 
CLÁUSULA SEGUNDA. – PRÓRROGA: Se prorroga el plazo de ejecución del contrato hasta el 15 de enero de 2023, teniendo 
en cuenta el plazo establecido en el contrato principal 
 
CLÁUSULA TERCERA. – Modificar el contenido de la Cláusula tercera del contrato la cual quedará de la siguiente manera: 
CLÁUSULA TECERA – FORMA DE PAGO: EL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO cancelará el valor del contrato de la 
siguiente manera: Mediante Tres (3) pagos mensuales iguales por valor de SIETE MILLONES QUINIENTOS DIEZ MIL PESOS 
M/L ($7.510.000.oo) y un pago final al 15 de enero del 2023, por valor de SEIS MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS M/L ($ 
6.500.000.oo). Cada pago debe estar precedido por la presentación de la factura o cuenta de cobro recibido a satisfacción por 
parte del supervisor, acreditación del pago a la seguridad social (salud, pensión y riesgos laborales) y el pago de los impuestos 
a que haya lugar. 
 
CLÁUSULA CUARTA. - EQUILIBRIO ECONÓMICO: La presente modificación no afecta el equilibrio económico del contrato, 
tal como lo reconoce EL CONTRATISTA con la suscripción de este documento. 
 
CLÁUSULA QUINTA. - VIGENCIA DE LAS ESTIPULACIONES: Todas las cláusulas y estipulaciones del contrato principal, no 
modificadas por el presente documento, permanecen vigentes y su exigibilidad permanece.  
 
CLÁUSULA SEXTA. - PERFECCIONAMIENTO Y EJECUCIÓN: El presente acto se perfecciona con la firma de las partes en 
la plataforma SECOP II. 
 
 
 
Revisó: Fernando Bohórquez Londoño / Asesor en Contratación / Secretaría General / V.F. 
Aprobó: Ricardo Luna / Asesor de Despacho de la Secretaría General  


